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conductas penadas, siguiendo el modelo de la legislación 
internacional,2 y las penas pasaron de 1 a 6 años de cárcel. 
Con la misma pena se castigaba la tenencia ilegítima “que 
excedan las correspondientes a un uso personal”. Ésta fue 
la única vez que la legislación penal argentina excluyó ex-
presamente la punición de la tenencia para consumo. Esta 
norma duró hasta 1973, cuando se derogó por haber sido 
dictada por un Gobierno de facto y se retornó a la redac-
ción de 1926.

En 1974 entró en vigencia la Ley 20.771, la primera ley 
penal especial sobre estupefacientes, impulsada por el Mi-
nisterio de Bienestar Social a cargo de José López Rega, 
fundador de la Alianza Anticomunista Argentina (AAA), 
quien compartía la misma visión que Richard Nixon sobre 
la utilización de la ‘guerra a las drogas’ como medio para 
combatir a las organizaciones guerrilleras. El mensaje que 
acompañaba al proyecto indicaba que estos delitos eran 
atentatorios a la ‘seguridad nacional’. Esta retórica justifica-
rá considerar los delitos relacionados con estupefacientes 
como delitos federales.

Con el retorno a la democracia en 1983, se produjeron 
cambios tanto en la legislación como en la jurispruden-
cia. Si bien la Ley 20.771 se mantuvo, los nuevos aires de 
la incipiente democracia se vieron reflejados en un pro-
yecto de reforma de dicha ley en 1986, que mezclaba al-
gunas iniciativas progresistas3 con otras más propias de 
los tiempos que se estaban gestando y novedosas en la 
legislación.4 

Sin embargo, la demora en su tratamiento, la aparición 
de otras visiones y los aires de la Convención de Viena de 
1988 resultaron en una nueva ley basada en la ya existente, 
con mayores penas y algunas novedades. La actual ley de 
estupefacientes, Ley 23.737 de 1989, no modificó sustan-
cialmente la redacción de los delitos de tráfico y aumentó 
la escala penal de 4 a 15 años de prisión. También mantu-
vo la punición de la tenencia para consumo personal (con 
prisión de 1 mes a 2 años). Meses antes de su entrada en 
vigencia se creó, dentro de la Presidencia de la Nación, una 
Secretaría especializada en el tema, que a través de los años 
ganaría atribuciones.5

En 2009, el ‘fallo Arriola’ de la Corte Suprema declaró in-
constitucional la represión por tenencia para consumo. Sin 
embargo, todavía existe una tensión entre la aplicación que 
realizan las fuerzas de seguridad y la que realizan los juzga-
dos sobre este punto. Así, existe una ley –aún vigente– que 
en su letra sanciona la tenencia para consumo personal, 
prácticas policiales que la aplican de modo represivo y tri-
bunales que la interpretan de forma desincriminante, aun-
que no siempre de modo uniforme.

En síntesis, lo que se observa es un endurecimiento de la 
legislación penal a lo largo del siglo pasado, a pesar de que 
un problema grave de consumo (el del ‘paco’) es un fenó-
meno que se ha presentado solamente en los últimos años.
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Introducción

Dentro del mercado internacional de drogas, Argentina es 
un país ‘de tránsito’ de la cocaína. En las últimas décadas 
se ha producido un incremento del consumo de estupefa-
cientes y psicotrópicos y, en los últimos años, han apareci-
do laboratorios de producción de clorhidrato de cocaína, 
aunque no con la envergadura de los de Colombia, Perú 
o Bolivia.

La legislación penal de Argentina con relación a estas sus-
tancias se ha venido desarrollando desde 1924 y, desde la 
década del setenta, se han acentuado sus aspectos repre-
sivos. La persecución creciente que ha resultado de esta 
legislación ha recaído sobre consumidores y pequeños ac-
tores ligados a las actividades de tráfico, destacándose en 
particular la población de mujeres y la de extranjeros como 
los grupos sobrerrepresentados en los encarcelamientos 
por este tipo de delitos. 

Desarrollos de la legislación penal argentina

La legislación penal argentina en materia de estupefacien-
tes se desarrolló a lo largo del siglo XX acompañada por 
una proactiva presencia policial y, en la segunda mitad del 
siglo, de manera paralela a la legislación internacional. 

Ni el código penal de 1921 ni la legislación anterior hacían 
referencia alguna a sustancias estupefacientes. En 1924, la 
Ley 11.309 incorpora al código penal los términos ‘narcóti-
cos’ y ‘alcaloides’, estableciendo como delito la introducción 
clandestina al país de estas sustancias, su venta sin receta 
médica y la prescripción o expendio en dosis mayores a las 
indicadas. En 1926 se aprobó una nueva reforma al código 
penal, la Ley 11.331, que posibilitó penar la tenencia sin 
discriminar entre traficante y consumidor.

De acuerdo con algunos especialistas, el ‘problema de la 
droga’ se constituyó en Argentina a finales de la década del 
sesenta.1 La Ley 17.567 de 1968 amplió la descripción de 
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El sistema penitenciario: defensores y otros 
actores

El sistema penitenciario argentino esta conformado por 
varios servicios penitenciarios. Junto con el Servicio Pe-
nitenciario Federal (SPF), se encuentran los servicios pe-
nitenciarios de cada una de las provincias que integran el 
Estado (federal) argentino. En las cárceles federales están 
las personas detenidas a disposición de Juzgados Federa-
les (por delitos federales)6 o en Juzgados Nacionales7 (por 
delitos comunes), mientras que en las cárceles bonaerenses 
están las personas detenidas por orden de los juzgados del 
Poder Judicial de la Provincia de Buenos Aires por delitos 

comunes (no federales); aunque esto no es en todos los ca-
sos tan exacto.

Si bien la cantidad de personas detenidas en el SPF repre-
senta menos del 20 por ciento de las personas detenidas 
en todo el país, concentra casi el 60 por ciento de las que 
lo están por delitos con estupefacientes. Le sigue en im-
portancia el Servicio Penitenciario de la Provincia de Bue-
nos Aires (SPB), que si bien representa algo más del 40 por 
ciento de las personas detenidas en toda la Argentina, las 
que se encuentran por delitos con estupefacientes son algo 
más de un 20 por ciento del total del país. Esta concentra-
ción de personas detenidas por delitos con estupefacientes 
(80 por ciento del total del país) en estos dos servicios (SPB 
y SPF) justifica la mirada sobre ellos a los fines de esta in-
vestigación.

El presupuesto del SPF en 2009 fue de 270 millones de dó-
lares (0,5 por ciento del presupuesto del Estado federal), 
mientras que el del SPB fue de 274 millones de dólares (1,9 
por ciento del presupuesto de la provincia de Buenos Ai-
res). El gasto mensual por detenido en el SPF es de 1.600 
dólares; en el SPB, se estima en 864 dólares.

El SPF se compone de 31 establecimientos con capacidad 
para 10.489 personas. Como consecuencia del incremento 
del número de plazas y el descenso de personas detenidas, 
hacia fines de 2006 dejó de haber superpoblación. El SPB 
tiene una capacidad de 23.858 plazas y, de acuerdo a los 
datos oficiales, no existe superpoblación. Sin embargo, si 
se contara la cantidad de personas que se encuentran de-
tenidas en dependencias policiales en la provincia de Bue-
nos Aires, se podría afirmar la existencia de un déficit de 
plazas.

El SPF cuenta con 7.786 agentes en las unidades con inter-
nos alojados: 2.607 (33 por ciento) destinados a seguridad, 
3.458 (45 por ciento) a tratamiento (reinserción social) y 
1.721 (22 por ciento) a tareas administrativas. En el área de 
salud trabajan 344 profesionales y 271 auxiliares. En el SPB 
trabajan actualmente 17.000 personas, pero no tenemos 
datos sobre cuántas trabajan en los lugares de detención.

En el sistema federal, actúa la Procuración Penitenciaria, 
organismo que depende del Congreso Nacional y que se 
encarga de proteger los derechos humanos de las personas 
privadas de libertad. En sus informes anuales se puede en-
contrar una mirada más crítica a la presentada por el SPF 
sobre la situación de las cárceles.

Respecto a los defensores públicos, a partir de la reforma 
constitucional de 1994, el Ministerio Público, integrado 
por el Ministerio Público Fiscal y el Ministerio Público de 
la Defensa (MPD), pasó a ser un órgano independiente del 
resto de los poderes del Estado, con autonomía funcional 
y autarquía financiera. La actuación del MPD en las causas 
penales (por delitos comunes y federales) de la Ciudad de 
Buenos Aires se realiza a través de 82 defensores y sus asis-

Legislación penal argentina sobre 
estupefacientes

• 1924 (11.309) – Se incorporan los términos ‘narcó-
ticos’ y ‘alcaloides’. Se considera delito la introducción 
clandestina, la venta de aquellos que, estando autoriza-
dos, lo hicieran sin receta médica, y la prescripción y 
el expendio en dosis mayores a las indicadas. Pena: 6 
meses-2 años de prisión.

• 1926 (11.331) – Se considera delito la tenencia ilegí-
tima de ‘narcóticos’ y ‘alcaloides’. Pena: 6 meses-2 años 
de prisión.

• 1968 (17.567) – Se incorpora el término ‘estupefacien-
tes’. Se enumeran distintas conductas de tráfico –inclui-
da la tenencia ilegítima– y se aumenta la pena (1-6 años 
de prisión). Se mantiene la punición de la tenencia ile-
gítima, pero siempre “que excedan las correspondientes 
a un uso personal”.

• 1973 – Se deroga la Ley 17.567 y se vuelve a la redac-
ción de 1926.

• 1974 (20.771) – Se enumeran distintas conductas de 
tráfico y se aumenta la pena (3-12 años de prisión). Se 
discrimina la tenencia ilegítima con menos pena (1-6 
años de prisión), pero se incluye la destinada a uso per-
sonal.

• 1989 (23.737) – Se enumeran distintas conductas de 
tráfico y se aumenta la pena (4-15 años de prisión). Se 
discrimina la tenencia ilegítima (simple) con la misma 
pena (1-6 años de prisión); y la tenencia para consumo 
personal con menos pena (1 mes-2 años de prisión) y 
la posibilidad de desviar el proceso hacia una medida 
de seguridad curativa (en caso de ser ‘dependientes’) o 
educativa (en caso de ser ‘experimentadores’). 
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tentes; y en las causas penales federales del resto del país, 
por medio de 97 defensores y sus colaboradores. El MPD 
cuenta con una comisión de cárceles y otra de género que 
trabajan en ambos temas.

Hay que mencionar también la existencia de actores de la 
sociedad civil que actúan brindando información sobre la 
realidad carcelaria8 y/o asistencia a las personas detenidas 
durante o después de estar en las cárceles. Algunos de es-
tos colectivos están integrados por personas que estuvieron 
detenidas o sus familiares,9 e intentan modificar la mirada 
que en general se tiene sobre ellos.
 

La población en las cárceles según diversas 
fuentes

La población penitenciaria en Argentina se ha incremen-
tado de forma constante desde la recuperación de la de-
mocracia a fines de 1983, aunque en los últimos años se 
advierte cierto descenso.

Considerando la totalidad de los sistemas penitenciarios, 
en 1997 había 29.690 personas detenidas. Según el Siste-
ma Nacional de Estadísticas para la Ejecución de las Penas 
(SNEEP), en 2001 esa cifra llegaba a 41.007 y, en 2007, se 
encontraba en 52.457. El mayor valor se alcanzó en 2005 
con 55.423 personas detenidas.10 A fines de 2007, la tasa 
carcelaria era de 133 personas cada cien mil habitantes, 
cuando en 2001 era de 109, y en 1992 de 63 (Gráfico 1).11

Según los datos del SPF (en el Gráfico 2), en 1984 se en-
contraban detenidas 2.369 personas, en 1989 ese número 
ascendía a 4.108, en 2000 a 7.146, en 2005 a 9.625. El últi-
mo dato disponible indica que al 26 de marzo de 2010 se 
encontraban 9.391 personas. 

Los datos de detenidos entre 1997 y 2007 en el SPB se 
pueden observar en el Gráfico 3. En el informe 2009 del 

Comité contra la Tortura de la Comisión Provincial por la 
Memoria, se señala que “a marzo de 2008 ascendía a 21.104 
detenidos, cifra que creció a 24.180 para el mismo mes de 
2009. En total, la provincia tenía a marzo de este año 28.322 
personas detenidas”.12

Distintas fuentes indican que, dentro de la población pe-
nitenciaria federal (SPF), un tercio se encontraba detenida 
por delitos con estupefacientes, siendo éste el segundo tipo 
luego de los delitos contra la propiedad (robos principal-
mente).

Según la investigación encabezada por Alcira Daroqui, en 
2001 el 32,6 por ciento de las personas que se encontraba 
en la cárcel lo estaba por estupefacientes, mientras que el 
40,6 por ciento lo estaba por delitos contra la propiedad.13 
Los datos elaborados por el SNEEP, a partir de los delitos 
mencionados en primer término, muestran que en los años 
2004 y 2007 estos porcentajes se mantienen similares, con 
un 27,26 por ciento y 32,64 por ciento respectivamente, 
mientras los delitos contra la propiedad representaban el 
43,01 por ciento y 43,25 por ciento. Similares números se 
vuelcan en el informe elaborado por la Oficina de las Na-
ciones Unidas contra la Droga y el Delito (ONUDD) en 
ocasión de visitar el SPF a mediados de 2008.14

Incluso las investigaciones realizadas por el Consejo Na-
cional de la Mujer (CNM) sobre la población penitenciaria 
entre los años 1995 y 2000 permiten inferir cómo las infrac-
ciones vinculadas con los estupefacientes fueron creciendo 
durante la década del noventa, coincidiendo con los años 
de vigencia de la Ley 23.737. Allí, desglosando los tipos de 
delitos por los que se encuentran detenidas las personas 
dentro del SPF, se discrimina un apartado bajo el título 
‘Leyes especiales’, dentro del cual se hallan las leyes de estu-
pefacientes con una exclusiva o al menos muy importante 
influencia en el rubro. De esta información se aprecia que, 
en 1985, primer año disponible, había 33 personas deteni-
das por leyes especiales. En 1989, año de sanción de la ley 

!

Fuente: SNEEP, Informe Anual 2007; Dirección Nacional de Política Criminal del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos 
de la Nación

Gráfico 1
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mento en los últimos años, luego de la reforma conocida 
como ‘desfederalización’.15

En su último informe anual, el Centro de Estudios Legales 
y Sociales (CELS) afirma: “Según datos oficiales, el ingreso 
de personas al Sistema Penitenciario Bonaerense (SPB) por 
este tipo de delitos pasó de 46 detenidos en 2005 a 960 en 
2008 (sin contar los detenidos en comisarías). Hacia sep-
tiembre de 2009 el 7,5 por ciento de la población detenida 
en el SPB lo estaba por infracción a la Ley 23.737”.

La información disponible no permite discriminar dentro 
de este grupo la calificación legal, impidiendo conocer más 
detalles de los delitos por los que se encuentran detenidos. 
Sin embargo, se puede afirmar que los delitos serían aque-

vigente, la cifra aumentó a 332, y así lo siguió haciendo du-
rante los años siguientes; en 1995, la cifra era de 1.400 y, en 
el año 2000, último disponible, se encontraba en 1.872. Así, 
mientras en 1985 este rubro representaba el 1 por ciento, 
en 1989 llegaba al 8 por ciento, en 1995 superaba el 25 por 
ciento y en el año 2000 estaba por encima del 27 por ciento 
del total de detenidos en el SPF. 

Más adelante se podrá observar que los porcentajes de de-
tenidos por delitos con estupefacientes aumentan en rela-
ción a dos poblaciones específicas: mujeres y extranjeros.

Dentro del SPB, en 2007, la primera mención de delitos 
con estupefacientes sólo representa el 4,78 por ciento, por-
centaje que, si bien es inferior al del SPF, parece ir en au-

!
Fuente: Servicio Penitenciario Federal (Informe Anual 2008 y sitio web - www.spf.gov.ar; años 1982-1992 y 2000-2009) y SNEEP, SPF 2007 (años 1993-
1999)

!
Fuente: SNEEP, Informe Anual 2007; Dirección Nacional de Política Criminal del Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la Nación

Gráfico 2

Gráfico 3
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2010 presentan similares valores aunque, entre las mujeres, 
las procesadas superan el 60 por ciento.19

Sin embargo, en la provincia de Buenos Aires, según sus 
datos,20 tanto en 2001 como en 2004 había un 85 por ciento 
de procesados y un 14 por ciento de condenados. Según 
los datos del SNEEP, en 2007 la situación había mejorado, 
con un 76 por ciento de procesados y un 21 por ciento de 
condenados. Sin embargo, otro informe del Comité contra 
la Tortura de la Comisión Provincial por la Memoria seña-
la que, en el grupo de mujeres en el SPB, el 84 por ciento 
se encuentra procesada y que, entre aquellas que viven con 
sus hijos, el valor asciende al 96 por ciento.21

El SNEEP también muestra (en 2004 y 2007) que el 70 por 
ciento de las personas detenidas en el SPF lo estaban por 
primera vez. Y que dentro de las personas condenadas, 
en esos mismos años, entre el 50 y el 51 por ciento había 

llos cuyos mínimos de pena superan los 3 años de prisión, 
los cuales no permitirían la libertad durante el proceso16 ni 
la aplicación de una condena condicional.17 Entre éstos, se 
encontrarían los delitos de tráfico de estupefacientes tanto 
a escala nacional como internacional, y estarían excluidos 
aquellos ligados a los consumidores como tenencia o cul-
tivo para consumo. Una afirmación similar, aunque aco-
tada a las mujeres detenidas con condena, se realizó en la 
investigación de 1995 del CNM, donde se afirmaba: “Los 
casos que se registran en esta población de mujeres son 
por tenencia con fines de comercialización, contrabando, 
transporte y comercio de estupefacientes [...] no aparecen 
casos de consumo”.18

Sin embargo, no puede dejar de mencionarse la existen-
cia de ciertos casos de consumidores cuyos actos se han 
entendido como conductas de tráfico o que, aún cuando 
se entendieron como conductas de consumo, en el breve 
lapso que estuvieron detenidas las personas sufrieron cier-
tas consecuencias por el hecho de estar encerradas o por 
tener una causa judicial abierta, sin contar las situaciones 
de abuso judicial y policial.

La situación procesal de las personas detenidas en el ám-
bito federal se reparte, en general, en un 60 por ciento de 
personas detenidas sin condena (procesados) y un 40 por 
ciento con condena. El trabajo de Daroqui antes mencio-
nado señala que, en 2001, los porcentajes eran del 58 por 
ciento de procesados y del 41 por ciento de condenados. 
Los datos del SNEEP nos muestran que, en 2004, eran del 
51 por ciento de procesados y del 48 por ciento de conde-
nados; y, en 2007, del 55,8 por ciento y del 43,7 por ciento, 
respectivamente. Los datos disponibles a 5 de marzo de 

!
Fuente: Consejo Nacional de la Mujer (Investigación sobre población penal femenina alojada en el SPF, año 2001)

Tabla 1 - Población alojada en el SPF al 5 de marzo de 2010

General

Procesados Condenados Otros

5.143 4.147 61

55% 44% 1%

Mujeres
Procesados Condenados Otros

476 310 6

60% 39% 1%

Fuente: Servicio Penitenciario Federal

Gráfico 4
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recibido entre 3 y 6 años de prisión, seguidas por las que 
habían recibido entre 6 y 9 años (entre 17 y 18 por ciento) 
y luego por aquellas entre 9 y 12 (10 por ciento). En el SPB 
(2007), los detenidos por primera vez eran del 67 por cien-
to; y, entre los condenados, un 42 por ciento estaba entre 
los 3 y 6 años de prisión, seguidos por aquellos entre 6 y 
9 años (33 por ciento), y luego por aquellos condenados 
hasta 3 años (10 por ciento).

La información disponible sobre el SPF permite apreciar 
que, si bien la mayoría de su población se encuentra con-
formada por hombres, el número de mujeres encarceladas 
ha ido aumentando a un ritmo más acelerado que el de los 
hombres, con el consecuente crecimiento de su porcentaje 
en la población total. 

En 1984, había 100 mujeres encarceladas; en 1989, llega-
ban a 253; en 1995, eran 572; en 2000, 718; en 2004, 1.010; 
en 2008, 940, y a 5 de marzo de 2010, eran 792.22 Según 
estas cifras, en el período 1989-2008 la cantidad de muje-
res en el SPF aumentó un 271 por ciento,23 mientras que, 
entre los hombres, ese valor fue del 112 por ciento. Hasta 
el año 1988, siempre en período democrático, el porcen-
taje de mujeres nunca había llegado al 5 por ciento de la 
población del SPF, en 1989 alcanza el 6,2 por ciento y, a 
partir de 1995, se instala en torno al 10 por ciento, mante-
niéndose hasta estos años en ese nivel, según se construye 
de distintas fuentes. Adviértase que el incremento nominal 
y porcentual de mujeres en la población del SPF coincide 
con la entrada en vigencia de la Ley 23.737 (que aumentó 
las penas), generándose en la década del noventa y mante-
niéndose hasta la actualidad. Lo señalado muestra así un 
primer vínculo entre los delitos con estupefacientes y la 
población de mujeres.

En la población del SPB, el porcentaje de mujeres sería in-
ferior. Si bien no se puede ilustrar cómo fue su evolución, 
tal como hemos hecho en el caso del SPF, el último dato 
disponible permite apreciar que las mujeres representarían 
el 4 por ciento de su población total.24 Sin embargo, según 
la Comisión Provincial por la Memoria, más allá de seña-
lar que en 2007 el porcentaje sería inferior al 3 por ciento, 
advierte que según los datos de 2008 estaría aumentando 
por encima del 4 por ciento, explicando el aumento por la 
aplicación de la ley de estupefacientes.25

Distintas investigaciones permiten apreciar que el princi-
pal delito por el que se encuentran detenidas las mujeres en 
el ámbito del SPF es el de estupefacientes, duplicando los 
valores señalados anteriormente en la población general. Y 
en las cárceles de la provincia de Buenos Aires comienza a 
advertirse un incremento en el mismo sentido.

Las investigaciones del Consejo Nacional de la Mujer 
(CNM) nos muestran que, en 1995, el porcentaje de muje-
res condenadas por delitos con estupefacientes era del 45,7 
por ciento,26 mientras que, en 2001, ascendía al 55,7 por 
ciento. La investigación encabezada por Daroqui muestra 

que, en 2001, el 69,3 por ciento de las mujeres detenidas lo 
estaban por este tipo de delitos. Asimismo, el informe rea-
lizado por la Comisión de Cárceles de la Defensoría Gene-
ral de la Nación en 2006 en dos unidades distintas muestra 
que, allí, los porcentajes alcanzaban el 65 por ciento y el 
72 por ciento, respectivamente.27 Cabe adelantar que en la 
unidad con mayor porcentaje había una mayor cantidad de 
mujeres extranjeras, circunstancia que abre interrogantes 
sobre los motivos de encarcelamiento de esta población en 
particular. Un artículo periodístico de fines de 2009 seña-
laba incluso que, según la información brindada por el SPF, 
habría unas 700 mujeres en cárceles federales detenidas por 
delitos con drogas, lo cual representaría el 80 por ciento del 
total de mujeres detenidas.28

Según la Comisión Provincial por la Memoria, a septiem-
bre de 2007, en la cárcel del SPB donde se alojaba al 88 por 
ciento de las mujeres con hijos, el 31 por ciento estaban 
detenidas por delitos con estupefacientes.29 Su autora, Lau-
rana Malacalza, señalaba tiempo después que el porcentaje 
de mujeres detenidas por estos delitos en el SPB estaría al-
rededor de un 40 por ciento.

En los últimos años, ha aumentado también el porcentaje 
de personas extranjeras detenidas en el ámbito del SPF. La 
investigación de Daroqui indica que, en 2001, la población 
extranjera alcanzaba el 14,94 por ciento, y el SNEEP 2004 
lo ubica en un 14 por ciento. Los últimos datos muestran 
que la población extranjera estaría alrededor de un 20 por 
ciento.30 En el SPB, la población extranjera sólo representa 
un 3 por ciento.

Respecto de la población extranjera en el SPF, correspon-
de mencionar que en los últimos años se observan ciertos 
cambios en su composición. La información disponible 
permite apreciar cómo, hacia principios de esta década, 
alrededor del 90 por ciento de los extranjeros eran de paí-
ses americanos, la mayoría sudamericanos; en los últimos 
años, la cifra desciende al 80 por ciento, con un fuerte in-
cremento de personas de los continentes europeo y asiá-
tico. En 2003, las personas detenidas de origen europeo 
representaban el 5,21 por ciento, mientras que, en 2008, 
llegaban al 13,21 por ciento; en tanto, las de origen asiáti-
co pasaron de un 1,86 por ciento a un 3,19 por ciento en 
los mismos años. Entre los europeos, cabe destacar la gran 
cantidad de personas de origen español, representando 
cerca del 40 por ciento de las oriundas de ese continente. 
Por otra parte, llama la atención el elevado porcentaje de 
personas de origen sudafricano, representando el 83 por 
ciento de los africanos. 

“Lo más habitual era tener compañeras que vendían 
en su barrio (…) qué se yo (…) la 31, la 11-14, la de 
Saavedra, o sea todos barrios marginales que hay acá 
por Buenos Aires (…) y de ésas tuve muchas compañeras 
que son mujeres que sostenían a la familia”. 
Entrevista del autor con una mujer de 40 años. 
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También sobre la población extranjera el porcentaje de 
detenidos por delitos vinculados con drogas resulta supe-
rior al de la población en general. En los primeros años de 
esta década, los porcentajes se encontraban alrededor del 
50 por ciento y, a partir de 2005, superan el 60 por cien-
to, habiendo alcanzado su techo en el año 2007 (68,46 por 
ciento).

El porcentaje de mujeres, dentro de la población extranje-
ra, es superior al de ese mismo grupo dentro la población 
general y, a diferencia de ésta última, ha aumentado en los 
últimos años. Si bien las investigaciones del CNM mostra-
ban que, en los años 1995 y 2001, las mujeres extranjeras 
condenadas superaban el 20 por ciento, otras fuentes de 
años siguientes colocan ese porcentaje alrededor del 15 por 
ciento. A partir de 2005, según los datos del SPF, vuelve a 
presentarse por encima del 20 por ciento, alcanzando su 
máximo en 2007 (23,22 por ciento). 

Si bien no existe información que permita saber el delito 
exacto por el cual se encuentran detenidas las mujeres ex-
tranjeras, en la información que brinda el CNM de 1995 
se puede observar que, de las 27 extranjeras condenadas, 
24 (88 por ciento) lo estaban por delitos con estupefacien-
tes. Un porcentaje similar (80 por ciento) señala el informe 
de la ONUDD del año 2008.31 Asimismo, el 72 por ciento 
señalado por la Comisión de Cárceles de la Defensoría Ge-
neral de la Nación para 2006, en una unidad con mayor 
cantidad de mujeres extranjeras, permite confirmar esos 
valores. Incluso en una de las fuentes periodísticas cita-
das se menciona que, según un informe de la Asociación 
por los Derechos Civiles en Cárceles Federales, “el 87 por 
ciento de todas las mujeres detenidas de países limítro-
fes y del Perú está en prisión por delitos contra la ley de 
estupefacientes”.32 

Una discriminación de la población detenida en el SPF y en 
el SPB por edad se puede apreciar en la Tabla 2.33

Las investigaciones del CNM muestran que, en el caso de 
las mujeres, aquellas detenidas por delitos de drogas sue-
len ser mayores que las detenidas por otro tipo de delito. 
Mientras las condenadas por delitos contra la propiedad 
están en un rango de edad entre los 18 a 34 años (casi la 
mitad entre 18 y 24), aquellas por delitos de drogas están 
entre los 25 y 44 años. Incluso en la investigación de 1995, 
el porcentaje de condenadas por la ley de estupefacientes 
en esta franja representaba el 56 por ciento y, en 2001, ha-
bía ascendido al 63 por ciento.

La investigación de 1995 indicaba que la mayoría de las 
condenadas por estupefacientes estaban separadas o di-
vorciadas (42 por ciento) y sin compañero (62 por ciento), 
aunque este último dato parece revertirse en la investiga-
ción de 2001. Por otra parte, ambas investigaciones señalan 
un mayor porcentaje de mujeres con hijos y de cantidad de 
hijos a cargo entre las condenadas por estupefacientes. 

Nivel de escolaridad de los detenidos en el SPF y en el SPB 
en 2007. Veáse Tabla 3.
 
Las investigaciones del CNM muestran, que en el caso de 
las mujeres condenadas por la ley de estupefacientes, la 
mayoría tenía el primario completo, seguidas por las que 
no habían terminado el secundario.

En cuanto a la situación laboral de las personas detenidas 
en 2007, en el SPF, el 63 por ciento de la población no tenía 
oficio o profesión, el 28 por ciento tenía algún oficio y sólo 
el 9 por ciento tenía alguna profesión. En el SPB, el 53 por 
ciento no tenía oficio o profesión, el 39 por ciento tenía 
oficio y el 8 por ciento tenía profesión.

En el SPF, los porcentajes entre población urbana y rural 
se repartían entre un 75 por ciento y un 25 por ciento; en 
tanto que, en el SPB, esos porcentajes eran del 96 por ciento 
y del 4 por ciento, respectivamente.

Tabla 2 - Edades de los detenidos en el SPF y SPB (2007)

18-24 25-34 35-44 45-54 55-64 65 y más

SPF 1666 3664 2104 981 444 110

% 19% 41% 23% 11% 5% 1%

SPB 5617 8972 3446 1578 541 194

% 28% 43% 17% 8% 3% 1%

Fuente: SNEEP, SPF y Buenos Aires 2007

Tabla 3 - Escolaridad de los detenidos en el SPF y SPB (2007)

Primaria incompleta Primaria completa Secundaria incompleta

SPF 21% 37% 20%

SPB 23% 53% 13%

Fuente: SNEEP, SPF y Buenos Aires 2007
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Respecto del consumo de estupefacientes dentro de las 
cárceles, si bien no existen relevamientos realizados que se 
conozcan públicamente, en el informe mencionado de la 
ONUDD34 se hace referencia a una encuesta en la que el 
80 por ciento de los que respondieron eran ex usuarios de 
drogas y el 5 por ciento dijo que se había inyectado. Tam-
bién señala que la población de usuarios inyectables podría 
ser mayor de lo que se percibe, aunque las autoridades se-
ñalan que sería escasa o nula. 

Varias de las entrevistas realizadas en el marco de esta in-
vestigación mencionaron el uso de estupefacientes dentro 
de las cárceles, a veces ingresados por familiares presiona-
dos y, otras, por los propios agentes penitenciarios. Incluso, 
al indagar sobre este aspecto, surgió el tema de la utiliza-
ción de tranquilizantes por parte de las propias autoridades 
penitenciarias, en especial en las cárceles de mujeres.

El SPF cuenta con Centros de Rehabilitación para Drogo-
dependientes (CRD) en 5 de las 31 unidades, aunque fun-
cionan con un régimen estricto y brindan un solo tipo de 
oferta (comunidad terapéutica). A fines de 2008 contaban 
con una población de 96 personas y una capacidad de 123,35  
pese a que existían ‘listas de espera’.36  En su informe anual 
2008, se menciona que se tienen proyectados tres centros 
más y que se han implementado programas ambulatorios 
para aquellos que no son alcanzados por los CRD.37

Actores menores del narcotráfico: algunas 
historias

Intentando ahondar en el perfil de las personas detenidas 
por delitos con estupefacientes más allá de los datos esta-
dísticos, se puede advertir que, si bien la mayoría de éstas 
han participado en conductas vinculadas al tráfico de es-
tupefacientes, lo hicieron como actores menores y llevadas 
por situaciones de vulnerabilidad, que en el caso de las mu-
jeres aparecen acentuadas y, si son extranjeras, más aún.

Como señala Patricio Varela, “mayormente, las mujeres se 
encuentran recluidas por conductas relacionadas con el 
tráfico de estupefacientes (…) generalmente, desempeñan 
roles de poca importancia en la cadena del tráfico ilícito de 
drogas, ya que son las encargadas de entregar las sustancias 
a los consumidores, o bien quienes transportan el estupe-
faciente escondido en su cuerpo o disimulado entre sus 
pertenencias –’mulas’– asumiendo los papeles de mayor 
exposición, ya que son los eslabones visibles de la cadena y 
por ende con mayor riesgo de detección y aprehensión”. 38

Las investigaciones del CNM, al discriminar el lugar de 
comisión del hecho o de detención de la mujer, permiten 
pensar que ellas se encuentran vinculadas a la comercia-
lización interna y al tráfico transfronterizo en sus roles 
menores. En ambos estudios, las actividades de tráfico de 
estupefacientes aparecen como una alternativa económica 
motivada por su situación familiar, que las coloca en una 
especial situación de vulnerabilidad.

Durante la realización de esta investigación encontramos 
que, en muchos casos, se destacan situaciones de vulnera-
bilidad en las que las agencias del sistema penal sobreac-
túan en su rol de ‘lucha contra el narcotráfico’, vinculando 
a gente inocente o inventando procedimientos. Algunos 
ejemplos de los que tuvimos conocimiento:

• Una peruana de 29 años condenada a 7 años de cárcel 
pese a que siempre sostuvo su inocencia. La cocaína halla-
da en su casa pertenecía a su ex novio y ella persistió en que 
nunca tuvo conocimiento del hecho.
 
• Con base a una información suministrada por la DEA, la 
Dirección de Lucha contra la Droga de los Estados Unidos, 
dos peruanos fueron detenidos acusados de hacer parte de 
una organización de narcotraficantes. En ninguno de los 
dos casos se encontraron drogas en sus domicilios y uno de 
ellos terminó condenado a 6 años de prisión por tener un 
amigo dedicado a esa actividad ilegal. 

• Un agente de viaje con experiencia de 30 años en el ramo 
está detenido desde hace 18 meses a la espera de juicio por 
haber vendido pasajes aéreos a una persona vinculada al 
tráfico de estupefacientes. En su domicilio nunca se encon-
tró ninguna sustancia.

• Un ciudadano boliviano se vio involucrado en una causa 
penal a raíz de un vecino que comercializaba marihuana. 
Al momento de allanarse su casa, sólo se encontraron doce 
bolsas con hojas de coca, que, en total, pesaban 5,4 kilos y 
que, según él, “las utilizaba para preparar sahumerios, de 
costumbre boliviana y masticaba para las diabetes, para 
hacer té de coca”. Pese a esas explicaciones y a que la ley 
argentina no considera un delito la tenencia de hojas de 
coca destinada al consumo, estuvo detenido algo más de 
un año. 

Es también relevante el fenómeno de las ‘mulas’ o correos 
humanos de drogas. En declaraciones a la prensa, la dipu-
tada Marcela Rodríguez expresó que “el hecho de que más 
de la mitad de las mujeres detenidas en las cárceles del Ser-

Tabla 4 - Situación laboral de los detenidos en el SPF y SPB (2007)

Desocupados Tiempo parcial Tiempo completo

SPF 48% 29% 23%

SPB 51% 27% 22%

Fuente: SNEEP, SPF y Buenos Aires 2007
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• El caso de una brasilera de 20 años que, para enfrentar sus 
necesidades económicas, transportó por vía aérea un kilo 
de cocaína en el interior de su cuerpo desde Sao Paulo hasta 
Buenos Aires, siendo ése su primer intento internacional. 
Si bien al momento de hacerlo no lo advirtió, repasando lo 
ocurrido cree que en el mismo vuelo había más personas 
que transportaban cocaína como ella, pero que no corrie-
ron su misma suerte. Esta joven refiere que la mayoría de 
las personas que se dedican a este tipo de transportes lo 
hacen por necesidad y recuerda el caso de una persona que 
lo hacía para alimentar a sus hijos.

• Una mujer de 30 años a quien el hombre con el que es-
taba terminando una relación le presentó un amigo que, 
supuestamente, le iba a conseguir un trabajo en Brasil. Al 
llegar al aeropuerto, cuando el personal de seguridad en-
contró cocaína en un doble fondo de una de las valijas que 
llevaba, se dio cuenta de que había sido utilizada. Final-
mente, terminó detenida 4 años (entre 1994 y 1998) de los 
casi 6 años de la condena.

Conclusión

La legislación penal en materia de estupefacientes en Ar-
gentina fue desarrollándose sin correlato con un problema 
de salud pública de envergadura, a excepción de la situa-
ción presentada en la última década.

Las leyes especiales sancionadas (la Ley 20.771 de 1974 y 
la Ley 23.737 de 1989 en vigencia) han generado el incre-
mento de la actividad de aplicación de la ley por parte de 
las agencias penales, operando principalmente sobre los 
consumidores. A partir de la década del noventa, la ley ha 
recaído sobre los pequeños actores del tráfico de estupe-
facientes (pequeños vendedores o pequeños transportistas 
transfronterizos), generando que un tercio de las personas 
detenidas en cárceles federales estén ahí por esta clase de 
delitos. Estas proporciones se duplican en el caso de las 
mujeres y extranjeros, siendo mayor cuando ambas condi-
ciones se combinan.

Así, la aplicación de la ley de estupefacientes recae princi-
palmente sobre los actores menores y más fáciles de cap-
turar, y aparece vinculada al incremento de los encarcela-
mientos de dos poblaciones en situación de vulnerabilidad 
en particular: mujeres y extranjeros.

En la medida en que la actividad de interdicción siga reca-
yendo sobre este tipo de actores, sólo va a lograr éxitos mo-
mentáneos, sin contribuir verdaderamente a la contención 
del tráfico de estupefacientes. Además, al producir el en-
carcelamiento de personas en situación de vulnerabilidad 
por diferentes condiciones (pobreza, género, nacionalidad) 
se agrava la situación en la que ya se encontraban.

vicio Penitenciario Federal hayan sido acusadas por tráfico 
de drogas significa que fueron usadas como mulas por las 
grandes organizaciones de narcotraficantes”. 39 

Entre los casos que conocimos de correos humanos de dro-
gas: 

• El de una boliviana de 38 años que, para solventar los 
gastos de una operación que necesitaba su hija de 12 años, 
quien estaba perdiendo la audición, aceptó transportar 
droga hacia Europa desde Buenos Aires a cambio de 4.000 
dólares estadounidenses. Una mujer se encargó de reclu-
tarla en La Paz y la puso en contacto con un hombre del 
cual desconocía cualquier dato. Estaba en todo momento 
monitoreada y debía alojarse en los hoteles que se le se-
ñalaban. En el hotel, le acercaron las cápsulas con cocaína 
que debía ingerir y le dieron una inyección para los cólicos. 
Ante la negativa de ingerir las cápsulas, quien la monito-
reaba le dijo “estás loca, de esto no se sale”, motivo por el 
cual tuvo que comprar en un supermercado una faja y plás-
tico, donde se colocó las cápsulas. Finalmente, su monitor 
la acompañó en un taxi hasta el aeropuerto, donde la dejó 
para luego no volverlo a ver. Al detenerla en el control de 
preembarque de un vuelo cuyo destino era Madrid, se ha-
llaron en la faja 83 cápsulas de cocaína y, dentro de su va-
gina, otra cápsula más que, en total, pesaban 952 gramos. 
Pese a que mucho de lo que dijo respecto de las personas 
que le habían entregado las cápsulas fue corroborado, y 
que la ley argentina permite reducir la pena ante este tipo 
de delaciones, una interpretación estricta por parte de los 
tribunales impidió su aplicación y esta mujer terminó con-
denada a 4 años y 6 meses de prisión.

• El caso de un boliviano de 28 años que, al retornar de 
ver a su padre enfermo en su país y empujado por sus ne-
cesidades económicas, aceptó el ofrecimiento de ingerir 
alrededor de diez cápsulas con cocaína que pesaban cerca 
de 100 gramos, a cambio de 200 dólares estadounidenses, 
para llevarlas hasta Buenos Aires. Al arribar a esta ciudad, 
sintió fuertes dolores estomacales, que lo llevaron a acudir 
a un sanatorio, donde recibió los tratamientos para termi-
nar de evacuarlas. Pero como consecuencia de ello, resultó 
denunciado por el personal médico que lo atendió, pese al 
secreto profesional que debe regir en esos casos.

“Si a mí un juez me hubiera dado la oportunidad a los 
3 meses de estar presa de sentarme delante de él y escu-
charme, se hubiera dado cuenta que era ‘al pedo’ [inútil] 
quedarme presa (...) ¡viste! (…) era ‘al pedo’ (...)
E: Necesitabas una oportunidad…
¡Obviamente! Y así, como yo, hay mucha gente que la 
necesita (…) hay más una cuestión del consumo que los 
llevó hasta ahí, toda esa gente necesita la oportunidad”. 
Mujer con un hijo adicto a la cocaína quien por, esa 
razón, terminó vendiendo estupefacientes y fue con-
denada a 4 años de cárcel. 
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